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TEMA: Tratándose de aprehensión bienes dados en garantía se ha 

considerado que la competencia recae en el lugar de ubicación de dicho 

bien, y que para el caso de vehículos se ha estimado que éste es el lugar 

de domicilio del deudor. De presentarse inconsistencias en la demanda 

y anexos al respecto, deberá examinarse si es procedente aclararlas 

directamente por el operador con dichos documentos y en caso 

contrario, deberá inadmitirse para que sea la demandante quien proceda 

a hacerlo.  DIRIME CONFLICTO. 

 

 

 

Se dirime el conflicto negativo de competencia suscitado entre los 

JUZGADOS VEINTIDÓS CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN y SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE 

ITAGUÍ, para conocer del proceso de la referencia, en los siguientes 

términos: 
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1.0.  A N T E C E D E N T E S.  

 

 

La sociedad RCI COLOMBIA S.A. COMPAÑÍA DE 

FINANCIAMIENTO, actuando por intermedio de apoderada judicial, 

formuló solicitud de aprehensión de un vehículo dado en garantía, en 

contra del señor GUILLERMO LEÓN BARCO LOPERA, la cual dirigió 

al “JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE MEDELLÍN – ANTIOQUIA- 

(REPARTO)” -03. Solicitud Aprehensión-. 

 

Liminarmente, el asunto fue asignado por reparto al JUZGADO 

VEINTIDÓS CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, 

quien invocó su falta de competencia territorial, y dispuso su remisión a 

los Jueces Civiles Municipales de Oralidad de Itagüí, considerando que el 

domicilio del demandado era dicho Municipio, conforme se evidenciaba 

en el Registro de Garantías Mobiliarias, en el acápite información del 

deudor (05.AutoRechazo). 

 

En cumplimiento de lo anterior, se le repartió la aludida demanda al 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNCIPAL DE ORALIDAD DE 

ITAGUÍ, quien a su vez declinó la atribución de la competencia 

arguyendo que el domicilio del demandado, era el Municipio de 

Medellín, conforme figuraba en el líbelo genitor y en el contrato de 

prenda del vehículo (07.AutoProponeConflictoNegativo). 

 

En consecuencia, este último Despacho Judicial, consideró que debía 

conocer el Juez de Medellín al que inicialmente le había sido asignado, y 

en razón de ello propuso el conflicto negativo de competencia, y dispuso 
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la remisión del proceso a esta Judicatura para que fuera definido el 

mismo. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

La competencia como la define el tratadista Mattirolo, citado por el 

doctor Azula Camacho en su obra “Manual De Derecho Procesal Civil, 

Tomo I, Teoría General del Proceso”, es la medida en que la jurisdicción 

se distribuye entre las diversas autoridades judiciales, la cual es 

establecida por ley, con el fin de repartir equitativamente los procesos 

entre los diferentes órganos jurisdiccionales y hacer efectiva la jerarquía. 

 

Para tal efecto estableció varias circunstancias que la determinaban, 

denominados factores y clasificados en: objetivo, subjetivo, funcional, 

territorial y de conexión. 

 

El objetivo hace referencia a la naturaleza de la relación jurídica y en 

algunos casos a la cuantía. El subjetivo toma en consideración la calidad 

o condición de los intervinientes. El territorial se relaciona con el 

espacio específico y delimitado donde un juez ejerce sus funciones.  El 

funcional sirve de criterio para la distribución vertical. El de conexión 

atiende las pretensiones que pueden acumularse para ser impulsadas en 

un mismo proceso. 

 

En el caso del factor territorial deben atenderse varios sub factores como 

lo son el fuero personal, el fuero real y el fuero contractual.  El primero, 

se refiere al lugar del domicilio del demandado; el segundo, al lugar 

donde se encuentra ubicado el bien sobre el cual versa la relación 
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sustancial; y el tercero, al lugar donde debe cumplirse el contrato. 

 

Puede ocurrir que se presente concurrencia: Dentro del mismo fuero, 

cuando con la circunstancia determinante de la competencia arroje varios 

lugares, ya sea porque se demande a varios demandados con distinto 

domicilio, porque la relación sustancial recaiga sobre varios bienes 

ubicados en lugares diferentes, o porque se haya indicado por las partes 

más de un lugar para cumplir con el contrato.  O, entre los diferentes 

fueros, porque exista la posibilidad de determinar la competencia 

territorial por dos o tres de ellos.   

 

Previendo lo anterior, el legislador en el artículo 28 del Código General 

del Proceso enunció las reglas que deben aplicarse para definir la 

competencia por el factor territorial, estableciendo como pauta general 

que se determina por el fuero personal, esto es, que “…salvo disposición 

legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. 

Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el 

de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado 

carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. 

Cuando tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será 

competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante.” 

(Resalto intencional). 

 

 

3.0. C A S O  C O N C R E T O. 

 

 

 

Esta Sala es competente para definir el presente asunto, por cuanto 

involucra a dos despachos de igual especialidad (civil), idéntica categoría 

(municipal), distintos municipios pertenecientes al mismo distrito judicial 
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(Medellín), siendo su superior funcional común el Tribunal Superior de 

Medellín Sala Civil (Art. 139 C. G. del P.), lo cual pasa a realizarse en 

los siguientes términos: 

 

La presente demanda fue dirigida al JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE 

MEDELLÍN (REPARTO), asignándosele al JUZGADO VEINTIDÓS 

CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD de esta Municipalidad, quien 

consideró que no era competente por cuanto en el Registro de  

Garantías Mobiliarias se indicaba como domicilio del demandado el 

Municipio de Itaguí, por lo que dispuso la remisión a los Jueces de este 

Municipio, en atención a la regla 1ª del artículo 28 del Código General 

del Proceso. 

 

Por su parte, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE 

ORALIDAD DE ITAGUÍ, a quien se le asignó la demanda 

posteriormente, y en cumplimiento de la anterior decisión, consideró que 

el domicilio del demandado era Medellín, de acuerdo con lo consignado 

en el encabezado de la demanda y en el contrato de prenda del vehículo. 

 

Examinado el contenido del libelo genitor, así como los anexos que se 

adunaron al mismo, puede advertirse, lo siguiente: 

 

En el encabezado de la demanda se indicó: 

 
“…respetuosamente me dirijo a su Despacho para solicitar 

ORDENAR AL APREHENSION Y POSTERIOR ENTREGA del 

vehículo de placas EIL658 de propiedad del deudor GUILLERMO 

LEON BARCO LOPERA  mayor de edad, Identificado(a) con 

cédula de ciudadanía No. 71773214, residente de la ciudad de 

MEDELLÍN,” (Resalto intencional). 
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Lo que coincide con los datos que del deudor se relacionaron en el 

contrato de prenda del vehículo, tal como lo indicó el Juzgado de Itagüí. 

 

Sin embargo, al examinar la totalidad de los documentos anexados a la 

demanda se puede colegir que si bien en el contrato de prenda del 

vehículo se  indicó que la dirección de residencia del deudor, esto es, la 

Calle 33 # 46-11, correspondía a Medellín, lo que fue replicado por la 

vocera judicial de la sociedad demandante en el encabezado de la 

demanda, lo cierto es que dicha dirección corresponde a Itaguí, como 

puede evidenciarse del requerimiento escrito para el pago por la misma 

demandante, la cual dirigió a dicha dirección localizada en dicha 

Municipalidad; igualmente, en el Registro de Garantías Mobiliarias, se 

dejó asentado como datos del deudor, dicha dirección como residencia y 

que se ubicaba en Itaguí, y finalmente, se ratifica tal circunstancia en el 

acápite de notificaciones de la demanda; aspecto último que si bien no 

demarca el domicilio, en el contexto de lo discutido sí es un elemento 

más a tener en cuenta para esos efectos del domicilio. 

 

El anterior escenario pone de presente que el domicilio no obstante de 

haberse indicado en un aparte de la demanda que era Medellín, realmente 

lo es el Municipio de Itaguí, lo que permitía al Juez de esta localidad 

asumir la competencia. 

 

Ahora, en este caso se advierte que pudo generarse una confusión por la 

indicación errónea que se hizo en el inicio de la demanda –Medellín-, sin 

embargo, habrá de darse preferencia al domicilio correcto del demandado 

–Itaguí-, y en esa medida se tiene que el competente es el JUEZ 

SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE ITAGUÍ. 
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Además, si a pesar de lo reseñado, al citado Juzgado persistían dudas con 

relación al domicilio del demandado pudo optar por inadmitir la demanda 

en aras de clarificar tal circunstancia.  

 

Lo anterior ha sido señalado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia, así1:  

  
“Ante la falta de claridad de la actora en relación con la 

escogencia del juzgador para adelantar el juicio ejecutivo, el 

operador de justicia, Primero Civil Municipal de Oralidad de 

Envigado procedió con ligereza al repudiar el conocimiento, pues, 

previo a ello debió, debió a través de la figura de la inadmisión 

exhortar a la demandante se pronunciara al respecto.” 

 

Y reitera más adelante2: 

 
“Deber del juzgador de requerir al demandante a fin de esclarecer 

los elementos de juicio necesarios para atribuir competencia para 

conocer de proceso ejecutivo de alimentos solicitado por cónyuge, 

tales como el domicilio común anterior, o la indicación de las 

razones par a identificar el lugar de cumplimiento de la 

obligación.” 

 

 

Consecuente con lo expuesto, el suscrito Magistrado del Tribunal 

Superior de Medellín, Sala de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E: 

 

 

DIRIMIR EL CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIAS 

EN EL SENTIDO DE ORDENAR REMITIR las presentes diligencias 

al JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD 

ITAGUÍ, para que ASUMA LA COMPETENCIA en el presente asunto; 

                                                 
1 Auto AC059-2019 del 18 de enero de 2019. M.P. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE. Rdo. 11001-02-

03-000-2018-03513-00. 

2 Auto AC307-2020 del 4 de febrero de 2020. M.P. LUIS ALFONSO RICO PUERTA. Rdo. 11001-02-03-000-

2020-00168–00. 
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funcionario que bien podrá en su discrecionalidad, admitir o inadmitir la 

demanda, conforme a las consideraciones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

El Magistrado, 
    

 

 
CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA 

 

 

C.U.D.R.: 05001 22 03 000 2021 00552 -00 

 


